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Introducción
Luego de casi un cuarto de siglo de hegemonía del neoliberalismo (circa 1979 – circa 2001), se han consolidado las múltiples voces y prácticas que reaccionaron desde distintas perspectivas a la influencia teórica y filosófica y a los efectos prácticos de dicha hegemonía. 
La etapa de hegemonía del denominado neo liberalismo ha sido concomitante con radicales transformaciones tecnológicas, económicas, estatales y políticas a escala mundial. Estos cambios estructurales, como es sabido, se han caracterizado por la consolidación de un capitalismo global asociado a la revolución tecnológica de las últimas cinco décadas, combinada con profundas transformaciones en el rol y configuración de los Estados Nacionales, tanto en los países del capitalismo avanzado, como los ex estados socialistas y los países del Tercer Mundo, incluido América Latina. Esta reconfiguración de la matriz de intervención, tamaño y morfología del Estado y la Administración Pública y de los modelos de gestión y políticas públicas ha significado una transformación tan importante como la que a partir de la década del 30 y hasta bien entrados los años 70 significaron la aparición y consolidación de los modelos de Estado llamados keynesiano, benefactor, desarrollista o socialista, que en sus distintas manifestaciones implicaron la superación del Estado Liberal decimonónico. Al mismo tiempo, los cambios tecnológicos, económicos y estatales de los últimos veinticinco años han estado asociados a una diseminación global de la democracia como sistema y régimen político.
En América Latina, dicha etapa estuvo además signada por traumáticas experiencias nacionales. Violencia política, dictaduras autoritarias, terrorismo de estado y violación inédita de los derechos humanos, colapso del modelo de crecimiento hacia adentro y del patrón de distribución del ingreso, desindustrialización, exponencial endeudamiento externo, procesos de transición democrática que generaron fuerte desencanto político, diversas  crisis  hiperinflacionarias, reformas económicas y estatales orientadas por el mercado, instauración de democracias delegativas, consolidación estructural  del desempleo, la pobreza, la indigencia y la desigualdad social, corrupción política, crisis de solvencia fiscal y fuga de capitales y colapso de diversas economías entre 2000 y 2002.

Estos procesos de cambio de  los patrones tecnológicos y de producción, de consolidación del capitalismo y una economía global de mercado, de reformas económicas y estatales de orientación al mercado, de reconfiguración del tamaño, la matriz de intervención y la configuración de los estados y sus consecuencias en términos de desarrollo humano e institucionalización democráticas han estado acompañadas por un amplio debate teórico en el capitalismos avanzado, cuya disputa lejos está de haber finalizado. Gran parte de esta disputa ha consistido en intentos por ofrecer modelos explicativos distintos a los del liberalismo conservador (Soto Gamboa, 2000), que ofreció el fundamento filosófico y científico (e incluso versiones estereotipadas de recomendaciones de política pública) al proceso de reformas económicas y estatales orientadas al mercado. El liberalismo social o igualitario (Gargarella, 1999-a), el neomarxismo analítico, el neoinstitucionalismo (North, 1993), la teoría de las capacidades y del desarrollo como libertad (Sen, 2000), la teoría de la gobernabilidad democrática (Prats i Catalá, 2003), las teorías sobre transición y consolidación de la democracia (Huntington, 1984) y de la institucionalización de las poliarquías (O’Donnell, 1994), las teorías de la modernización  (Welzel, Inglehart y Klingemann, 2003)  y el republicanismo (Gargarella, 1999-b) han sido algunos de los principales hitos en el debate teórico con el liberalismo conservador (Salvat y Jiménez, 2000).

En forma concomitante con este debate teórico y filosófico, una ola de críticas políticas y sociales hacia a las reformas económica y del Estado de los años 90, está recorriendo la mayor parte de América Latina desde principios de siglo. La asociación teórica y, aún más, entre la percepción popular y de actores políticos y sociales sobre la relación entre tales reformas y las situaciones de pobreza, desigualdad, desnacionalización de la economía y crisis del desarrollo económico y social, encuentran fuertes fundamentos empíricos y, más importante aún, en las condiciones de vida de la población. Una nueva mayoría política y social ha determinado una importante revalorización teórica de los movimientos y la ideología de los denominados movimientos nacional populares o populistas (Laclau, 2005). Estas ideas interpelan especialmente a los efectos de desestructuración social de las reformas estatales orientadas por el mercado, la aparición de nuevos movimientos sociales y la aparición de nuevos actores políticos que intentan canalizar demandas insatisfechas de múltiples actores populares la construcción de una nueva acción colectiva.

Sin embargo, también se está asistiendo en América Latina a una importante difusión de las denominadas ideas neorrepublicanas. En gran medida, el interés por el republicanismo se relaciona con la necesidad de reconstruir el sentido de la democracia deteriorada por la hegemonía de la tradición liberal, y de afrontar los desafíos de reconstrucción del régimen político sobre fundamentos clásicos. Particularmente, la puesta del Estado al servicio del bien común, la construcción de controles institucionales, la limitación de la arbitrariedad de los gobernantes y la reconstrucción de la ciudadanía.

Ciudadanía y pueblo aparecen como dos polos de estas dos interpelaciones al Estado mínimo neoliberal. Cada una de estas dos tipos de fuerzas intelectuales, sociales y políticas plantean soluciones, aparentemente, divergentes en lo relativo a la construcción de un Estado para la igualdad. Y en consecuencia, están proponiendo soluciones en principio contrarias para la superación del liberalismo.

Este escrito trata sobre estas divergencias. Pero también, sobre las posibles confluencias teóricas y prácticas. 
La ponencia versará especialmente sobre el caso argentino. Sin embargo, abordará casos y generalizaciones susceptibles de aplicación al conjunto de América Latina.
La reivindicación del populismo

El concepto de populismo ha sido una categoría teórica fuertemente difundida y controvertida en el campo de las ciencias sociales.
Como es sabido, el populismo se utiliza de modo genérico para hacer alusión a distintos tipos de movimientos políticos y sociales caracterizados por plantear unas situación de conflicto con las elites económicas privilegiadas y aún las minorías intelectuales, que encuentra en tales privilegios el origen de la desigualdad y de los conflictos. Se suele sostener que dichos movimientos se estructuran en torno a la construcción discursiva del sujeto “pueblo” y suelen caracterizarse por la presencia de liderazgos carismáticos.

También es conocido que la connotación de dicho concepto ha estado siempre vinculado a una consideración peyorativa de tales movimientos políticos. Asimismo, el concepto ha sido muchas veces criticado no sólo por su naturaleza peyorativa sino también por su vaguedad. De tal modo, que sus usos hacen alusión a múltiples experiencias empíricas, muchas veces escasamente vinculadas entre sí.

Sin embargo, en los últimos años la obra de Ernesto Laclau ha renovado el interés teórico por este concepto, a partir de una revalorización positiva del mismo.
No es objeto de este escrito, realizar una síntesis crítica del nuevo uso positivo que se está realizando del concepto de populismo. Basta señalar aquí algunos aspectos significativos relativos a los objetivos de esta ponencia

La actual reivindicación del populismo señala que “el populismo es la vía real para comprender algo relativo a la constitución ontológica de lo político como tal”
.

En relación a la explicación del fenómeno populista se expresa que “cuando la gente se enfrenta una situación de anomia radical, la necesidad de alguna clase de orden se vuelve más importante que el orden óntico que permita superarla”

Finalmente, estas nuevas interpretaciones señalan que “por “populismo” no entendemos un tipo de movimiento – identificable con una base social especial o con una determinada orientación ideológica-, sino una lógica política”
.
¿Qué tipo de lógica política?. Aquella que reconoce que en política siempre existe confrontación y conflicto por la presencia de excluidos: “Lo que define lo político es la confrontación. En todo sistema surgen conflictos y hay confrontación porque hay un “otro” que siempre queda excluido”
.

En este sentido, el pensamiento que podríamos denominar neo populista se reconoce distante tanto de la tradición liberal (que entiende a la política como una agregación de intereses individuales) como de la tradición del republicanismo cívico (que entiende a la política como práctica de la deliberación.
“Este modelo lo propongo como alternativa a los dos que hoy son dominantes en la teoría política. Me refiero a la teoría agregativa, que considera que en el campo de la vida democrática uno tiene actores individuales que sólo se mueven en función de intereses propios y que la función del sistema se limita a encontrar maneras de negociar entre dichos intereses. Y el modelo deliberativo de Habermas, según el cual lo central en la democracia es la deliberación, en donde todo el mundo puede participar y se puede llegar a un acuerdo racional, en función del bien común. Según mi opinión, todas estas concepciones se olvidan de un elemento centro: los conflictos”

Esta reivindicación del populismo como necesaria lógica política propia de la construcción del orden político que reconoce una política agonal permanente dada la presencia del “otro” excluido (Laclau y Mouffe, 2004), ha coincidido con una nueva realidad política en América Latina. De hecho, desde Nicaragua a la Argentina, de Venezuela a Bolivia y Ecuador, sin dejar de señalar Brasil y Uruguay, y en menor medida el Paraguay, los nuevos gobiernos “progresistas” desde 2002 adelante parecen reconocerse en gran medida en su experiencia práctica en estas explicaciones teóricas.
El republicanismo
Junto con la difusión del pensamiento neo populista, también se observa una rápida difusión del denominado nuevo pensamiento republicano (Ovejero, Martí y Gargarella, 2002).

Los estudios sobre republicanismo producidos en las últimas tres décadas han inaugurado una nueva perspectiva en materia de investigaciones políticas. Esta nueva perspectiva se ha desarrollado tanto en el campo de las investigaciones historiográficas como en el terreno de la filosofía política y del análisis politológico. Sin ninguna duda, este renovado interés por la cuestión republicana responde a la insatisfacción práctica y teórica con el funcionamiento actual de las democracias. Y esto último, no sólo debido a su propia performance como régimen político aún en los países del capitalismo avanzado sino también a los déficit observados en la relación entre democracia y desarrollo, particularmente entre las nuevas democracias instauradas a partir de los años 80.
Estos estudios e investigaciones han permitido (y de hecho puede considerarse que en muchos de los cultores de este nuevo paradigma ha constituido un objetivo explícito) diferenciar liberalismo de republicanismo en el marco de la tradición democrática (Sandel, 1996). Incluso, aunque esta diferenciación no ha dejado de generar polémicas, se ha planteado a su vez una distinción entre el pensamiento democrático en sentido estricto y el pensamiento republicano.

Este esfuerzo por diferenciar el pensamiento republicano en el marco de la tradición democrática en sentido amplio ha dado lugar a intentos de identificación del corpus central de ideas republicanas. La síntesis que sigue a continuación no tiene la pretensión de ofrecer una nueva versión, sino de sistematizar las ideas en función de los objetivos de este trabajo: vincular las problemáticas del republicanismo político democrático, las instituciones administrativas y de gestión pública y el problema del desarrollo.

En el marco de la tradición democrática en sentido amplio, la tradición republicana afirma el postulado de la esencialidad de lo político en la condición humana. Lo público político, y en consecuencia la estatidad moderna, no constituyen ni accidentes ni construcciones artificiales al efecto de organizar la vida colectiva del ser humano. A diferencia del pensamiento liberal, que postula la naturaleza individual del hombre y, en consecuencia, la dignidad esencial de la libertad individual, la tradición democrático-republicana parte en su razonamiento de la esencial dignidad de la vida colectiva y de la actividad política. En conclusión, el liberalismo valora la dignidad primaria de la libertad y la vida privada, mientras el republicanismo privilegia la dignidad de la vida pública.

En consecuencia, y a diferencia de la tradición liberal, el pensamiento republicano ha planteado siempre la necesidad de contar con una compleja y capaz institucionalidad pública que permita organizar la vida colectiva. No sólo por la propia complejidad de la vida en sociedad sino fundamentalmente por el papel esencial que lo político y lo social juegan en la naturaleza humana.

De modo aparentemente similar a la tradición liberal, el republicanismo ha contribuido al desarrollo de las ideas vinculadas al imperio de ley para gobernantes y gobernados y al diseño de sistemas institucionales públicos que impidan la concentración del poder. Coinciden así ambos en el desarrollo del pensamiento democrático en sentido amplio, en lo relativo a la superación de las autocracias de todo tipo, mediante sistemas de equilibrio de poderes o de sistemas de poderes mutuamente controlados, donde la institucionalización de la participación ciudadana en la selección de los gobernantes y representantes constituye un factor básico. Sin embargo, para el republicanismo, la tiranía y toda forma de autocracia no sólo constituyen la negación de las libertades individuales tal como lo concibe el liberalismo, sino además, y fundamentalmente, la negación de la esencia política de los hombres y de la actualización de dicha esencia en la participación activa en la vida política. En verdad, para el republicanismo el ejercicio de las libertades políticas es al mismo tiempo un imperativo para los hombres. Pues, de lo contrario, estarían negando su propia esencia.

Estas diferencias (la libertad como esencia versus la naturaleza política como esencia; la limitación de lo político e incluso la concepción de la ley como modo de garantizar la libertad de los hombres versus la necesidad del desenvolvimiento de lo político y de la ley como modo de garantizar la esencia social y política del ser humano; el imperio de la ley para gobernantes y gobernados y el diseño de sistemas democráticos con controles mutuos como forma de evitar la negación de la libertad versus igual solución como forma de evitar la negación de la vida pública y activa de los hombres) han permitido diferenciar al pensamiento democrático liberal del pensamiento democrático republicano (Martí Màrmol, 2002)

Sin embargo, el republicanismo ha postulado en su tradición de pensamiento un componente moral que lo ha diferenciado de lo que puede identificarse como pensamiento democrático en sentido estricto. Y este componente está constituido por su concepción de la virtud cívica. Dado que la vida activa política del hombre es no sólo un derecho sino también un imperativo, esta requiere virtud. Los hombres en tanto ciudadanos y los gobernantes en tanto ciudadanos que toman decisiones para el conjunto, deben orientar sus acciones en función del interés común y no en función (y aún en contra) de intereses personales, particulares o de sector. Y mientras que para el pensamiento democrático en sentido estricto esto está simplemente garantizado por la participación del conjunto en la decisión o en la elección de sus gobernantes o representantes, para el republicanismo la virtud cívica como conjunto de valores de los ciudadanos activos y los gobernantes es una precondición del funcionamiento institucional de la democracia. Aún más, para el republicanismo sólo gobernantes virtuosos estarán dispuestos a someterse al mismo imperio de la ley que los gobernados. Y sólo ciudadanos virtuosos estarán dispuestos a someterse al imperio de la ley y a elegir virtuosos como gobernantes. Se han considerado valores propios de la virtud republicana tanto para gobernantes como para gobernados el coraje, la prudencia, la igualdad, la austeridad, la simplicidad, la honestidad, la frugalidad, el patriotismo, la integridad, la sobriedad, la abnegación, la laboriosidad, el amor a la justicia, la generosidad, la nobleza, la solidaridad.

Esta cuestión remite al problema de la ciudadanía y sus precondiciones. No solo a las precondiciones de cultura política y valores compartidos, sino también a las económico-sociales. El pensamiento republicano ha sostenido, aunque de distinto modo en las distintas etapas de su desarrollo, que una república de hombres autónomos, libres y virtuosos que practican la vida pública, como ciudadanos y como gobernantes, sólo es posible en el contexto de sistemas económico sociales que lo garanticen. Una precondición fundamental esta constituida por la igualdad de oportunidades.  Y esta sólo puede ser garantizada por un sistema económico que evite la concentración de la riqueza. Puede incluso sostenerse que la utopía republicana es una república de hombres virtuosos y autónomos, con baja desigualdad económica y social, que sometiéndose al imperio de la ley colectivamente estatuida participan activamente de las decisiones públicas como ciudadanos y cómo gobernantes, con el único parámetro del bien común.

La cuestión de las precondiciones de igualdad social remite a su vez a que la virtud cívica de los gobernantes se efectiviza también si sus decisiones tienen por finalidad producir y reproducir las condiciones de igualdad ciudadana. De este modo, el republicanismo se diferencia claramente del liberalismo conservador para el cual las condiciones de vida de la ciudadanía no deben ser materia de intervención pública a través de las decisiones colectivas.

Pero, el componente moral y de virtud cívica y su relación con las condiciones de igualdad social, aleja al republicanismo de la tradición democrática en sentido estricto. Para esta última, la democracia debe ser valorizada porque los gobernantes lo son por el respeto a la soberanía popular y en la medida en que los gobernantes decidan en función de los deseos populares. Y si bien el pensamiento democrático en sentido estricto aspira también a la igualdad, considera que aún en condiciones de desigualdad, las instituciones democráticas pueden funcionar adecuadamente mientras se respete el principio de la soberanía popular. Para el republicanismo, por el contrario, la democracia degenera por ausencia de virtud cívica de gobernantes y gobernados, y esta carencia prospera en condiciones de desigualdad económico-social. Es más, el republicanismo sostiene que en condiciones de ausencia de virtud cívica y de desigualdad, lo más probable es que los gobernantes transgredan el imperio de la ley, que se acentúen los privilegios de los gobernantes y que se deterioren los controles mutuos entre las instituciones políticas de la democracia.

Sometimiento al imperio de la ley, controles institucionales mutuos entre las distintas instancias de una institucionalidad política compleja y con capacidad de intervención en la vida pública, virtud cívica de ciudadanos y gobernantes y condiciones económicas y sociales de igualdad son entonces no sólo principios básicos sino componentes de un sistema.

Últimamente, este debate, ha llevado en América Latina a la revalorización del pensamiento de los gobernantes y hombres públicos en tiempos de la fundación de las repúblicas iberoamericanas como Artigas en Uruguay; Bolívar y Samper en la Gran Colombia; o Alberdi, Sarmiento, Ingenieros en Argentina (Villavicencio, 2003). 

Pero también, a una crítica al democratismo o populismo (Strasser, 2005) y la necesidad de reconstruir la “tradición republicana” (Botana, 1984), más bien ligada a la tradición liberal. Ciertamente, no dejan de existir perspectivas alejadas de la tradición liberal y que reclaman por un lugar para el republicanismo igualitario (Gargarella, 2003).

Consecuencias sobre la institucionalidad estatal del debate entre el neo populismo y el neo republicanismo
Existe en consecuencia una situación paradojal. Ciertamente, el pensamiento liberal o neo liberal se encuentra en el actual contexto sometido a una fuerte crítica, tanto por parte de los neo republicanos como de los neo populistas.
Sin embargo, ambas corrientes tienen entre sí fuertes contradicciones.

Los neo populistas, como se señaló anteriormente, cuestionan a los neo republicanos que pierden de perspectiva el problema del conflicto y que no atienden centralmente el problema de la exclusión de múltiples actores sociales, económicos y políticos. No dejan de señalar además los fuertes vínculos que pueden existir entre el pensamiento republicano y el pensamiento liberal, en lo procedimental. Y, finalmente, no dejan de recordar la fuerte tradición del republicanismo de naturaleza elitista.
Por otra parte, los neo republicanos pueden cuestionar que el neo populismo no atiende suficientemente bien el problema de la autonomía del ciudadano y que se desentiende de la necesidad de unas instituciones que eviten la concentración del poder en manos de presidencialismos fuertes. Incluso, que no revierten los problemas derivados de la democracia delegativa instaurada en América Latina a partir de los años 90 y que de algún modo sobrevive con las nuevas experiencias neo populistas. Aún más, que la nueva visión del populismo es teóricamente interesante pero insuficiente para afrontar los problemas derivados de la hegemonía liberal
. Incluso, hasta pueden cuestionar que los neo populismos no atienden claramente el problema de la corrección significativa de la desigualdad social, a pesar de su apelación a la reivindicación del “pueblo” excluido (Gargarella, 2007).

Ciertamente este debate y aún antagonismo tiene fuertes consecuencias sobre la institucionalidad estatal (Schweinheim, 2003-a)
Veamos el tipo de institucionalidad estatal neo populista
.

1. Una estructura del poder  ejecutivo que establece una dependencia política (vía designación de autoridades, intervenciones o intromisiones, formal o informalmente estatuidas) de los órganos de ejecución y de los órganos de regulación y control con respecto a los órganos formuladores de políticas públicas (presidente, ministros, secretarios de estado), justificado en función de la implementación de políticas a favor del crecimiento y la justicia social necesarias para corregir la exclusión.
2. La concentración de capacidades en las autoridades democráticas ejecutivas tanto para ejercer los roles de formulación como los de adopción e implementación de políticas. La continuidad de las políticas públicas y programas debe ser revisada ante las necesidades de afrontar el conflicto social. En consecuencia, las organizaciones y agencias del sector público deben poder ser creadas, reestructuradas o incluso cerradas con fuertes facultades para el decisor de turno. No existe virtualmente limitación a la disposición de recursos públicos de todo tipo (financieros, humanos, patrimoniales) o para contratar a nombre del estado o para la designación de funcionarios y empleados públicos, bajo el principio de permitir la participación de nuevos actores sociales y económicos.

3. La designación discrecional por parte de la autoridades democráticas de autoridades de agencias, organismos autónomos, empresas del estado, banca pública y otros organismos autónomos y autárquicos, incluidas entidades de regulación monetaria y superintendencia bancaria, órganos de recaudación impositiva, órganos de control de derechos ciudadanos y auditorías, que sólo cuentan con una estabilidad impropia, deben convencionalmente renunciar ante los recambios y cuya evaluación de desempeño carece de procedimientos estables e institucionalizados.

4. La designación discrecional por parte de la autoridades democráticas de los ocupantes de los cargos de dirección, gerencia y jefaturas de los programas, que sólo cuentan con una estabilidad impropia y cuya evaluación de desempeño carece de procedimientos estables e institucionalizados.

5. La coexistencia de un cuerpo de funcionarios públicos estables (con limitados mecanismos de carrera administrativa) con una planta de personal transitorio, contratado o provisional. Institucionalización del principio de la designación discrecional, para todos los tipos de personal, por parte de las autoridades democráticas y por parte de las autoridades de agencias designadas por el gobierno de turno.

6. El funcionamiento de principios y mecanismos de:

· Responsabilización política difusa de las autoridades ejecutivas democráticas sobre los resultados de las políticas públicas. 

· Responsabilización administrativa y de gestión difusa para autoridades de órganos autónomos, entes reguladores y directivos a cargo de direcciones, programas y gerencias.

· Rendición de cuentas documental tradicional y de responsabilidad patrimonial difusa frente a parlamentos, órganos fiscalizadores y de auditoría, Inexistente o difusamente estatuida responsabilidad por resultados frente asociaciones de la sociedad civil, opinión pública y la ciudadanía en general.

7. El reflejo presupuestario de toda nueva política o reestructuración organizacional debe ser flexible, con amplios poderes de reasignación de recursos para el Ejecutivo y acompañados por el Legislativo en las modificaciones de base legal Ello deriva en un funcionamiento institucionalizado débil del rol del legislativo en materia presupuestaria (de hecho o constitucional o legalmente establecido, mediante procedimientos de emergencia, necesidad y urgencia o de delegación de facultades). De allí, la escasa supervisión de las estructuras institucionales u diseños organizacionales del sector público centralizado o descentralizado por parte del poder legislativo. Supone la asistencia de organismos técnicos independientes (Contralorías, Auditorías, Tribunales de Cuentas) que sólo atienden la rendición de cuentas de los ejercicios presupuestarios en términos de regularidad formal.

8. El funcionamiento de la participación  de organizaciones económico sociales y de la sociedad civil y de organizaciones ciudadanas, de usuarios y de consumidores, sólo con carácter de veeduría formal. Inexistentes o difusos mecanismos de participación en la elaboración de las políticas y presupuestos, en el acceso a la información pública y en la evaluación, control y auditoría social de resultados.

9. La ausencia  o difusa institucionalización de responsabilización fiscal por el manejo directivo y gerencial de recursos en las distintas entidades estatales.

10. Baja institucionalización de modelos (principios y tecnologías) de gestión orientados a resultados, de información a la ciudadanía de estándares y resultados de servicio, de formulación estratégica de políticas, de programación operativa, de valores y prácticas de control de la transparencia y la ética pública y la participación de la sociedad civil, usuarios y beneficiarios de la acción pública. 

11. La institucionalización de los principios y mecanismos de organización y funcionamiento administrativo y de gestión discrecional en todos los poderes públicos, incluidos el legislativo y el judicial.

12. La institucionalización de este modelo a nivel estadual o provincial y a nivel local, comunal o municipal.

Veamos ahora el tipo de institucionalidad estatal promovida por los neo republicanos (Bresser-Pereira, 2001)  :
1. Una estructura del poder  ejecutivo que diferencie claramente los órganos formuladores de políticas públicas de los órganos de ejecución (direcciones, gerencias, programas, agencias, entes públicos no estatales, fondos de inversión y fiduciarios, empresas públicas, banca pública, órganos de recaudación) y de los órganos de regulación y control de servicios públicos de gestión privada o pública, regulación de mercados y de actividades económico sociales.

2. La limitación de las autoridades políticas a los roles de formulación de políticas, concertación social de políticas (y eventualmente y de acuerdo al caso, de presupuestos participativos) y elaboración y elevación al parlamento de proyectos de ley vinculados al régimen impositivo y marcos regulatorios. Les corresponde además la defensa de  tales políticas y presupuestos, regímenes impositivos y marcos normativos y regulatorios en sede legislativa. Son responsables de la evaluación de resultados de los procesos de implementación a cargo de los órganos de ejecución, recaudación y de control y regulación. Implica una importante limitación a la disposición directa de recursos públicos de todo tipo (financieros, humanos, patrimoniales) o para contratar a nombre del estado o para la designación de funcionarios y empleados públicos.

3. La designación sobre el principio del mérito y selección transparente de autoridades de agencias, organismos autónomos, empresas del estado, banca pública y otros organismos autónomos y autárquicos, incluidas entidades de regulación monetaria y superintendencia bancaria, órganos de recaudación impositiva, órganos de control de derechos ciudadanos y auditorías, estabilidad con plazos preestablecidos y evaluación de desempeño sobre la base de acuerdos, programas o convenios de gestión o resultados.

4. La designación sobre el principio del mérito y selección transparente dentro del cuerpo del servicio civil para los cargos de dirección, gerencia, jefaturas de los programas y aún de cargos de viceministros o secretarios generales encargados de la coordinación, continuidad y logro de resultados de los programas y de la gestión equilibrada, solvente, evaluable, controlable y auditable de recursos públicos.

5. La consolidación de un cuerpo estable de funcionarios públicos de servicio civil estableciendo mecanismos de carrera administrativa sobre la base del principio del mérito y la evaluación permanente de desempeño, como garantía del logro de la autonomía del funcionariado frente a intereses particulares, sectoriales y de partido y de la defensa del interés público y ciudadano y del respeto al orden normativo instituido democráticamente.

6. El funcionamiento de principios y mecanismos de:

· Responsabilización política de las autoridades ejecutivas gubernamentales sobre los resultados de las políticas públicas a través del control parlamentario. 

· Responsabilización administrativa y de gestión para autoridades de órganos autónomos, entes reguladores y directivos del servicio civil a cargo de órganos (direcciones, programas, gerencias) de ejecución centralizada.

· Rendición de cuentas y de responsabilidad patrimonial y de resultados frente a parlamentos, órganos fiscalizadores y de auditoría, asociaciones de la sociedad civil, opinión pública y la ciudadanía en general. 

7. El funcionamiento institucionalizado del rol del legislativo en la aprobación de presupuestos del sector público, por programas claramente diferenciados, con metas de producción institucional, resultados e impactos preestablecidos y evaluables, así como mecanismos permanentes de control parlamentario del gasto. Supone la asistencia de organismos técnicos independientes (Contralorías, Auditorías) de auditoría de resultados.

8. El funcionamiento institucionalizado de la participación (Consejos Consultivos, de Administración) de organizaciones económico sociales y de la sociedad civil y de organizaciones ciudadanas, de usuarios y de consumidores en la elaboración de las políticas y presupuestos, en el acceso a la información pública y en la evaluación, control y auditoría social de resultados.

9. La institucionalización de principios de:

· Equidad contributiva promotora de niveles adecuados de inversión privada y generadora de empleo pero al mismo tiempo favorecedora del mercado interno de consumo ciudadano de bienes y servicios (incluidos bienes públicos de carácter social) en cantidad y calidad adecuados en un marco de igualdad de oportunidades.

· Equilibrio y solvencia fiscal macro de la hacienda pública a través de políticas presupuestarias priorizadas y coordinadas con la recaudación de recursos públicos y con sustentables niveles de endeudamiento.

· Responsabilización fiscal por el manejo directivo y gerencial micro de recursos en las distintas entidades estatales.

10. La institucionalización de modelos (principios y tecnologías) de gestión orientados a resultados, de información a la ciudadanía de estándares y resultados de servicio, de la formulación estratégica de políticas, de la programación operativa eficaz, eficiente y económica de asignación de recursos y logro de metas, de valores y prácticas de control de la transparencia y la ética pública y la participación de la sociedad civil, usuarios y beneficiarios de la acción pública.

11. La institucionalización de los principios y mecanismos de organización y funcionamiento administrativo y de gestión y del servicio civil a todos los poderes públicos, incluidos el legislativo y el judicial.

12. La institucionalización de este modelo a nivel estadual o provincial y a nivel local, comunal o municipal.

Confluencias posibles entre el neo populismo y el neo republicanismo
Parece muy claro que frente existen pocas posibilidades de una confluencia entre las ideas neo populistas con un neo republicanismo de naturaleza procedimental. La escasa valoración de los procedimientos de decisión por parte de los neo populistas y la cercanía del republicanismo procedimental con el liberalismo rawlsiano no permiten pensar modos de confluencia (Pettit, 1997).
Tampoco es conceptualmente consistente la posibilidad de una confluencia entre el pensamiento neo populista y un republicanismo elitista de corte madisoniano (Ovejero, 2003). Ni la creencia en la necesidad de una republica gobernada por una elite deliberante de algunos republicanos ni la creencia de que la existencia de tal elite es fuente de exclusión de los neo populistas permiten pensar en posibles confluencias.
Sin embargo pareciera posible una confluencia posible entre los neo populistas y el republicanismo igualitario, deliberativo y participativo.

En primer lugar, por la idéntica preocupación por las condiciones de igualdad social que permiten el funcionamiento justo de la democracia.

En segundo lugar, por que no es menos cierto que no parece teóricamente posible que pueda darse una república participativa sin una lógica política previa que promueva la movilización y la participación de sujetos populares anteriormente excluidos, tal como sostienen los neo populistas. Y ciertamente las experiencias republicanas históricas (Grecia y Roma antiguas, República Inglesa, República Francesa, el Estado Social Republicano del Siglo XX europeo) muestran fuertes tendencias de movilización popular concomitantes con la construcción de una republica igualitaria, deliberativa y participativa. Y aún este pareciera el caso de las frustradas experiencias republicanas hispanoamericanas del siglo XIX, antes de la hegemonía liberal positivista.

Finalmente, y en relación a lo señalado en la afirmación previa, muchas de las actuales experiencias neo populistas latinoamericanas buscan un discurso entroncado en la experiencia histórica del republicanismo popular decimonónico (Bolívar, Artigas, Sandino).
Ahora bien, si la re constitución de los sujetos populares excluidos, las políticas de re distribución promovidas por los neo populistas y un cierto reconocimiento del conflicto parecen condición necesaria para la construcción de una república igualitaria, participativa y deliberativa, tampoco son condición suficiente.

Para una posible confluencia entre ambas fuerzas políticas e intelectuales parecieran necesarios:
1) Que la re distribución de la riqueza y de la participación popular promovidas por los neo populistas maduren finalmente en el desarrollo de una ciudadanía más autónoma que reclame valores republicanos: virtud, deliberación, control mutuo de poderes políticos.

2) Qué los neo republicanos igualitarios valoren positivamente el aumento de la distribución de riqueza, poder y valoración social de sectores y actores sociales anteriormente excluidos promovidos por los neo populistas, aún al costo de postergar sus demandas institucionales.

3) Que los neo populistas valoren la deliberación promovida por los neo republicanos, al costo de ampliar su concepción de la política no entendiéndola exclusivamente como lucha de antagonismos entre elites y pueblo.

4) Que los procesos democráticos inaugurados a partir de  principios de siglo XXI se consoliden en las mínimas reglas de las poliarquías contemporáneas: elecciones libres, libertad de expresión, funcionamiento de los partidos políticos, etc.

Si estas confluencias teóricas y prácticas pudieran lograrse como consecuencia del funcionamiento de las instituciones democráticas básicas entonces, quizás fuera posible imaginar las confluencias políticas en América Latina entre neo populistas democráticos y neo republicanos igualitarios. En el caso argentino, estas posibles confluencias podrían encausar posiblemente el actual debate en torno de la calidad institucional en el Estado (Schweinheim. 2004).

Finalmente, podría sostenerse que una parte muy importante de las frustraciones al desarrollo iberoamericano en un sentido seniano, no dejan de encontrar su explicación en un desencuentro histórico entre los movimientos nacional populares y las fuerzas republicanas que recorrieron el continente. Y, que si existiera una búsqueda de un paradigma superador quizás pudieran superarse una parte muy significativa de tales frustraciones y desencuentros históricos.
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� La institucionalidad estatal neo populista se diferencia de la institucionalidad estatal delegativa, aunque a primera vista pueden parecerse. La institucionalidad neo populista resulta de una coalición de políticos neo populistas, cuadros de nuevos movimientos sociales y cuadros técnicos estatales y de movimientos políticos. La institucionalidad estatal delegativa surge de una coalición de políticos, tecnócratas vinculados a los organismos multilaterales e ideólogos neoliberales. Para la institucionalidad delegativa y sus efectos en la administración pública, ver Schweinheim (2003 – b).





